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Méndez Miró, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 30 de abril de 2021. 

CPG/GS Island Properties VI, LLC (CPG) solicita que 

este Tribunal revise la Sentencia que emitió el Tribunal 

de Primera Instancia, Sala de San Juan (TPI). En esta, 

se declaró Ha lugar la Demanda Enmendada que presentó 

Génesis Security Services, Inc. (Génesis) en contra de 

CPG. 

Se confirma la Sentencia del TPI. 

I. Tracto Procesal y Fáctico 

El 1 de mayo de 2015, CPG y Génesis firmaron un 

Contrato de Servicios (Contrato), el cual consiste de un 

Service Agreement Cover Page y un Attachment to Service 

Agreement. El Contrato atiende la prestación de 

servicios de seguridad y tenía un término de vigencia de 

un (1) año.2 Este especifica los puestos de seguridad 

 
1 Conforme a la Orden Administrativa TA-2021-030, el Juez Rodríguez 

Casillas sustituye a la Juez Jiménez Velázquez. 
2 Apéndice de Apelación, pág. 40. 
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que se incluirían, a saber: Marginal; Garage/multipiso; 

Valet/parking; Front entrance; Rosa Mexicano; Back of 

Plaza; Rolling Door (I), Fogo; Plaza; Sales office.3  

El 14 de septiembre de 2017, Génesis presentó una 

Demanda en contra de CPG en cobro de dinero e 

incumplimiento de contrato. Alegó que CPG le adeudaba 

facturas desde el 2015 y que, por tanto, había incumplido 

con el Contrato. Indicó que prestó a CPG los servicios 

que esta solicitó y que intentó, sin éxito, cobrar la 

deuda extrajudicialmente. 

Por su parte, CPG presentó una Moción de 

desestimación por insuficiencia en el emplazamiento y, 

luego, su Contestación a la Demanda. En esta última, 

también solicitó la desestimación de la Demanda. Entre 

sus defensas afirmativas, alegó que: (1) Génesis había 

provisto facturas que no incluye información suficiente 

para determinar su procedencia; (2) Génesis no le cursó 

copia de todas las facturas reclamadas; (3) algunas 

facturas no tenían relación alguna con CPG; y (4) algunas 

de las facturas que le envió Génesis no tenían relación 

con Paseo Caribe y, por tanto, CPG no era responsable de 

estas.4 

Génesis solicitó al TPI autorización para enmendar 

su Demanda, por lo que, posteriormente, presentó su 

Demanda Enmendada. Allí, eliminó a una parte. Reiteró, 

además, sus alegaciones sobre el incumplimiento de 

contrato. A saber, que había prestado ciertos servicios 

a CPG, por lo que cumplió su parte del Contrato. Expuso 

que CPG, en cambio, incumplió el mismo pues no pagó 

facturas desde mayo de 2015. Alegó que la deuda de CPG 

 
3 Íd., pág. 56. 
4 Íd., pág. 10. 
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era de $58,880.16 --para el mes de julio de 2017-- y que 

también era líquida y exigible. Reiteró que el 

incumplimiento de CPG le había ocasionado daños que 

estimaba en $20,000.00, por lo cual la cantidad adeudada 

total era $78,880.16.  

CPG presentó su Contestación a Demanda Enmendada. 

Reiteró las defensas afirmativas que había levantado. 

Insistió en que no se desprendía una causa de acción que 

ameritara la concesión de un remedio y que procedía su 

desestimación. 

Tras varios trámites procesales, el 26 de diciembre 

de 2018, el TPI emitió su Sentencia. Declaró ha lugar la 

Demanda Enmendada y ordenó a CPG a pagar $21,108.00, por 

los servicios de seguridad que prestó en Paseo Caribe. 

A su vez, el TPI expresó lo siguiente:  

La prueba desfilada demostró que, a pesar de 

que el contrato de servicios firmado tenía una 

duración de un año, [CPG] no le solicitó a 

Génesis que dejara de prestarle servicios 

cuando venció el mismo. Por el contrario, nos 

merece completa credibilidad, que al 

transcurrir el año [Génesis] continuó 

prestando sus servicios de seguridad con 

conocimiento y a petición de [CPG].5 

 

Concluyó, también, que CPG se enriqueció 

injustamente al no pagar por los servicios prestados por 

Génesis de los cuales, a su vez, se benefició. 

Inconforme, CPG presentó su Apelación y señaló los 

errores siguientes: 

ERRÓ EL TPI AL NO DETERMINAR QUE NO HAY 

EVIDENCIA EN EL EXPEDIENTE DE QUE [CPG] 

RECIBIÓ Y/O APROBÓ LAS FACTURAS EN 

CONTROVERSIA, POR LO QUE [CPG] NO TIENE 

OBLIGACIÓN EN SUFRAGAR LOS ALEGADOS SERVICIOS 

PRESTADOS.  

 

ERRÓ EL TPI AL NO DETERMINAR QUE LAS ALEGADAS 

FACTURAS INCLUYEN SERVICIOS EN LUGARES LOS 

CUALES [CPG] NO ES DUEÑO Y NO FORMAN PARTE DEL 

 
5 Apéndice de Apelación, pág. 168. (Énfasis suplido). 
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ATTACHMENT TO SERVICE AGREEMENT Y/O EL SERVICE 

PROPOSAL.  

 

ERRÓ EL TPI AL ESTABLECER QUE APLICA LA 

DOCTRINA DE ENRIQUECIMIENTO INJUSTO EN EL 

PRESENTE CASO.  

 

 Por su parte, Génesis presentó una Contestación a 

la Apelación. Con el beneficio de la comparecencia de 

las partes, se resuelve.  

II. Marco Legal  

A. Perfeccionamiento e interpretación de 

los contratos 

 

En nuestro ordenamiento rige la libertad de 

contratación. BPPR v. Sunc. Talavera, 174 DPR 686, 693 

(2008). A razón de ello, las partes pueden establecer 

“los pactos, cláusulas y condiciones que tengan por 

conveniente, siempre que no sean contrarias a las leyes, 

a la moral, ni al orden público”. Art. 1207 del Código 

Civil, 31 LPRA sec. 3372.6 Dichas obligaciones tendrán 

fuerza de ley entre las partes que deben cumplir con las 

mismas. Art. 1044 del Código Civil, 31 LPRA sec. 2994; 

Rodríguez Ramos v. ELA, 190 DPR 448, 456 (2014). Por lo 

que, un tribunal no puede relevar a una parte de la 

obligación que le impone el contrato, una vez concurren 

las condiciones esenciales para su validez. Asoc. de 

Residentes los Versalles, Inc. v. Los Versalles, SE y 

otros, 194 DPR 258, 267 (2015).  

Un contrato existe desde que las partes consienten 

a dar alguna cosa, o prestar algún servicio. Art. 1206 

del Código Civil, 31 LPRA sec. 3371; Unisys Puerto Rico, 

Inc. v. Ramallo Brothers, 128 DPR 842, 852. Para que se 

configure un contrato, deben de concurrir los siguientes 

 
6 El nuevo Código Civil de Puerto Rico, Ley Núm. 55 de 1 de junio 

de 2020, entró en vigor el 28 de noviembre de 2020 y derogó el 

Código Civil citado. No obstante, los hechos que originan esta 

controversia tomaron lugar bajo el último, por lo cual es la ley 

que aplica. 
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elementos: objeto, causa y consentimiento. Art. 1213 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 3391. Conforme al principio 

de la autonomía de la voluntad, una vez concurren estos 

elementos, "[l]os contratos serán obligatorios, 

cualquiera que sea la forma en que se hayan celebrado[.]" 

Art. 1230 del Código Civil, 31 LPRA sec. 3451. (Énfasis 

suplido). Es decir, siempre que el tipo de contrato no 

tenga que cumplir con un requisito adicional de forma, 

como, por ejemplo, que conste por escrito, el mismo será 

válido cuando concurran el objeto, causa y 

consentimiento. Véase, Rodríguez v. ELA, 190 DPR 448 

(2014). Así, los contratos verbales, una vez se 

evidencie su existencia ante el TPI, aplicarán con el 

mismo rigor que un contrato escrito; tendrán fuerza de 

ley entre las partes. Véase, Vila & Hnos., Inc. v. Owens 

III. de PR, 117 DPR 825, 834-836 (1986).      

Ahora bien, el consentimiento se manifiesta “por el 

concurso de la oferta y aceptación sobre la cosa y la 

causa que han de constituir el contrato”. Art. 1214 del 

Código Civil, 31 LPRA sec. 3392. Con la prestación del 

consentimiento se presume una voluntad capaz, libre y 

con conocimiento de lo que se está pactando. De otra 

manera, no se considerará válida la misma pues “[l]a 

voluntad contractual presupone un perfecto conocimiento 

del alcance del negocio y libertad para querer sus 

consecuencias”. J.R. Vélez Torres, Curso de derecho 

civil: derecho de contratos, San Juan, Facultad de 

Derecho de la Universidad Interamericana, 1990, T. V, 

Vol. II, pág. 45. Cabe recalcar que en nuestra 

jurisdicción, como regla general, se presume la 

capacidad de las personas para contratar. Íd., pág. 20.  
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Como corolario, siempre que los términos de un 

contrato sean claros y específicos, no estará sujeto a 

interpretación. Así, cuando no deje margen a dudas ni 

sea ambiguo el contrato, “las partes están vinculadas 

por este y así deberá ser aplicado”. Asoc. de Residentes 

los Versalles, Inc. v. Los Versalles, SE y otros, supra, 

en la pág. 267 (citando el Art. 1233 del Código Civil de 

Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3471). De no ser así, se 

juzgará la intención de los contratantes a la luz de los 

actos coetáneos y posteriores al contrato, siempre que 

se entienda que la misma está en conflicto con el 

contenido de las cláusulas del contrato. Art. 1234 del 

Código Civil de Puerto Rico, 31 LPRA sec. 3472. 

B. Apreciación de la prueba 

Como norma general, este Tribunal no debe 

intervenir con las determinaciones hace el TPI, ni 

tampoco sustituir su criterio por el del juzgador. 

Rivera Menéndez v. Action Services, 185 DPR 431, 448 

(2012). La razón jurídica tras esta normativa es clara, 

pues se trata de dar deferencia a un proceso que ha 

ocurrido principalmente ante los ojos del juzgador de 

instancia. Es ese juzgador quien observa y percibe el 

comportamiento de los testigos al momento de declarar y 

basándose en ello adjudica la credibilidad que le 

merecen sus testimonios. SLG Rivera Carrasquillo v. AAA, 

177 DPR 345, 357 (2009). La declaración directa de un 

sólo testigo, de ser creída por el juzgador de hechos, 

es prueba suficiente de cualquier hecho. Regla 10(D) de 

Evidencia, 32 LPRA Ap. IV. Corresponde al tribunal 

sentenciador aquilatar la prueba testifical ofrecida y 

dirimir su credibilidad.  Trinidad v. Chade, 153 DPR 

280, 291 (2001).  
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Cónsono, se le concede respeto a la adjudicación de 

credibilidad realizada por el juzgador primario de los 

hechos, dado que el foro apelativo cuenta solamente con 

récords mudos e inexpresivos. Íd. Por tal razón, las 

determinaciones de hechos basadas en testimonio oral, no 

se dejarán sin efecto a menos que sean claramente 

erróneas. Regla 42.2 de las Reglas de Procedimiento 

Civil, 32 LPRA Ap. V, R. 42.2.    

De ordinario, el pronunciamiento del TPI se 

sostendrá en toda su extensión por el tribunal apelativo 

en ausencia de prejuicio, parcialidad, error manifiesto 

o abuso de discreción. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 

187 DPR 750, 771 (2013); Trans Oceanic Life Ins. v. 

Oracle Corp., 184 DPR 689 (2012). Sobre esta norma, el 

Foro Máximo ha expresado que sólo se podrá intervenir 

con las conclusiones del TPI cuando la apreciación de la 

prueba no represente el balance más racional, justiciero 

y jurídico de la totalidad de la prueba. González 

Hernández v. González Hernández, 181 DPR 746, 776, 777 

(2011). 

 Sin embargo, la norma de abstención y deferencia 

judicial no aplica en cuanto a la evaluación de prueba 

pericial y documental. En esos casos, los foros 

apelativos estamos en la misma posición que el foro 

recurrido. González Hernández v. González Hernández, 

supra; Dye–Tex PR, Inc., v. Royal Ins. Co., PR, 150 DPR 

658, 662–663 (2000).  

A la luz de la normativa expuesta, se resuelve. 

III. Discusión 

En suma, CPG alega que no tiene que pagar las 

facturas que presentó Génesis porque: (a) no tiene 

evidencia de que CPG las haya recibido; (b) corresponde 
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a lugares que no le pertenecen; o (c) no constan en el 

Contrato, Attachment to Service Agreement y/o el Service 

Proposal. En cuanto a la (c), aduce que el Contrato 

establece que solo se puede enmendar por escrito, por lo 

que entiende que tampoco tiene que pagar aquellas 

facturas que se le cursaron fuera del término de vigencia 

del Contrato. No tiene razón.  

Génesis, por su parte, arguye que la conducta y las 

comunicaciones entre las partes --incluye solicitudes de 

servicios de seguridad adicionales-- se perfeccionó un 

contrato verbal luego de que el Contrato expiró.  

El TPI, por su parte, concluye que las necesidades 

de seguridad y servicio, y la realidad operacional de 

las partes, conllevó una variación en la costumbre en 

que estas ejecutaban el Contrato. Es decir, el TPI 

entendió que Génesis y CPG modificaron los términos del 

Contrato con sus actos. Ello implicó, a juicio del TPI, 

que las partes reconfiguraran válidamente su relación 

contractual, a pesar de que el Contrato disponía que 

solo se enmendaría por escrito. 

Primero, es un hecho que había un contrato válido 

entre las partes, que expiró el 1 de mayo de 2016 y que, 

posterior a su vigencia, se solicitaron ciertos 

servicios los cuales Génesis prestó. Este Tribunal 

coincide con el TPI. Esto es, procede que Génesis pague 

por estos servicios. Con respecto a la modificación de 

la relación contractual, nótese que CPG envió varios 

correos electrónicos a Génesis mediante los cuales 

solicitaron servicios adicionales. Surge del expediente 

que estos se cursaron: el 30 de junio de 2016 (CPG 

solicitó dos puestos de guardias en el área del 

condominio, uno en el cuarto piso y otro en el lobby, 
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diariamente)7; el 8 de julio de 2016 (CPG solicitó “los 

mismos guardias de los eventos de los [conciertos]” para 

el 9 de julio de 2016)8; y el 30 de diciembre de 2016 

(CPG solicitó 6 guardias para el 31 de diciembre de 

2016).9 Asimismo, surge que le cursó correos electrónicos 

a Génesis: el 29 de julio de 2016 (CPG reiteró que los 

guardias de Génesis debían estacionarse en un área 

designada)10; el 17 de junio de 2016 (CPG modificó el 

número de guardias que necesitarían en la rotación de 

Paseo Caribe)11; y el 12 de diciembre de 2016 (CPG 

solicitó que se corrigiera y se le devolviera la factura 

para completar el proceso de facturación)12.   Estas 

actuaciones, a juicio del TPI, y este Tribunal coincide, 

ratifican la intención de las partes de continuar la 

relación contractual.  

CPG procura que se descarten las reclamaciones 

sobre ciertas facturas al amparo de las cláusulas del 

propio Contrato. En específico, establece que el cobro 

de las facturas sin prueba de recibo y aprobación de CPG 

no proceden, toda vez que el Contrato lo requiere. 

Asimismo, plantea que no procede el cobro de las facturas 

que se presentaron fuera del término estipulado en el 

Contrato. No obstante, no es sostenible que CPG alegue, 

por un lado, que no existe un acuerdo entre las partes, 

mientras solicita servicios a la misma parte con quien 

dice que no contrató. Parecería que CPG actúa en contra 

de sus propios actos, lo que, como se sabe, constituye 

 
7 Íd., pág. 160. 
8 Íd., pág. 159. 
9 Íd., pág. 155.  
10 Íd., pág. 158.  
11 Íd., pág. 161. 
12 Íd., pág. 156. 
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una conducta antijurídica que este Tribunal tampoco 

puede avalar.13 

Segundo, este Tribunal examinó la Sentencia del TPI 

al detalle. El TPI descartó todas aquellas facturas que, 

en efecto, no correspondían a CPG. Esta, no obstante, 

objeta las facturas correspondientes a “Garage” y 

“Bahía”. Mas, este Tribunal coincide con el TPI en que 

las partes se refirieron indistintamente a estos lugares 

con los términos de “Garage multipisos” y “Bahía 

Garage”. Incluso, surge del expediente que en los 

correos electrónicos que CPG envió a Génesis, el 

Attachment to Service Agreement y el Service Proposal, 

estos términos se utilizan indistintamente para hacer 

referencia a los lugares contemplados en el Contrato. 

Por lo tanto, este Tribunal concluye que el TPI actuó 

correctamente al no descartar las facturas relacionadas 

a estos lugares. 

Tercero, en cuanto a la factura de “Paseo Caribe”, 

si bien CPG alega que no es el dueño de tal lugar, no 

surge que haya presentado prueba que controvierta la 

titularidad de este. Ahora, el expediente sí revela que 

CPG solicitó servicios de seguridad a Génesis, 

específicamente, para el área de “Paseo Caribe”.14 CPG 

no tiene razón cuando plantea que el TPI erró al incluir 

facturas que incluyen servicios en lugares que no son de 

su propiedad.  

Cuarto, tampoco prevalece el planteamiento de CPG 

sobre cómo la ausencia de evidencia que acredite el 

recibo u aprobación las facturas le exime de la 

 
13 Véase, Vivoni Farage v. Ortiz Carro, 179 DPR 990, 1010 (2010) e 

Int. General Electric v. Concrete Builders, 104 DPR 871 (1976), 

para una discusión sobre la doctrina de los actos propios.  
14 Apéndice de Apelación, pág. 155. 

http://www.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1976021428&pubNum=2995&originatingDoc=I25b6ae108d3f11e0b63e897ab6fa6920&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_876&originationContext=document&vr=3.0&rs=cblt1.0&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Search)#co_pp_sp_2995_876
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obligación de pago. Como el TPI, este Tribunal entiende 

que independientemente de que no se acreditara el recibo 

y la aprobación de ciertas facturas, tal requerimiento 

es bajo el Contrato original, no bajo los servicios 

adicionales que CPG solicitó y Génesis, en efecto, 

prestó. En otras palabras, la obligación de pagar a 

Génesis por estos servicios surge porque, posterior a 

que culminó el período de vigencia del Contrato, CPG 

solicitó servicios adicionales y Génesis los brindó. 

Por último, no obstante, este Tribunal no comulga 

con la determinación del TPI sobre la aplicación de la 

doctrina de enriquecimiento injusto. El expediente no 

refleja que Génesis presentara prueba que demuestre un 

empobrecimiento correlativo al enriquecimiento de CPG. 

Por lo que, este Tribunal entiende que no se configuró 

el enriquecimiento injusto.15 

Lo anterior es inmaterial pues, luego de una 

evaluación acuciosa del expediente, este Tribunal 

concluye que, al apreciar la prueba, el TPI no actuó con 

prejuicio, parcialidad, o error manifiesto. Debe quedar 

claro que el TPI escuchó los testimonios del Sr. Roberto 

Morales Rodríguez, oficial ejecutivo de operaciones y 

finanzas de Génesis, y del Sr. Antonio Janer Taraconte 

Ruiz, vicepresidente de CPG, y examinó la evidencia 

documental, la cual incluyó el Contrato, el Attachment 

to Service Agreement, el Service Proposal y los correos 

electrónicos que CPG envió a Génesis. Tras ello, el TPI 

entendió que las partes consintieron a extender --e 

incluso expandir-- su relación contractual. De igual 

 
15 Véase, ELA v. Cole, 164 DPR 608, 632 (2005), Ortiz Andújar v. 

ELA, 122 DPR 817, 824-828 (1988), y Morales v. Municipio de Toa 

Baja, 119 DPR 682 (1987), para una discusión de la doctrina y los 

elementos que tienen que estar presentes para su aplicación.  
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forma, de la prueba documental, ante la cual, se reitera, 

este Tribunal está en igual posición que el TPI, surge 

la obligación fehaciente de pago de CPG. Así, este 

Tribunal concluye que el TPI no cometió los errores que 

CPG le imputa por lo cual procede confirmar su dictamen.  

IV. 

Por los fundamentos expuestos, se confirma la 

Sentencia del TPI. 

Lo acordó el Tribunal y certifica la Secretaria del 

Tribunal de Apelaciones. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


